
ESTUDIO SOBRE LA LEY DE AMNISTIA Y 
SU LEY INTERPRETATIVA 

La promulgación de la Ley 26479, que otorga amnis­
tía por los delitos cometidos en la lucha 
antisubversiva, generó un intenso debate público, 
que se agravó cuando la juez a Antonia Saquicuray 
declaró inaplicable dicha Ley para el caso de la 
"matanza de Barrios Altos", y que cobró dimensio­
nes inusitadas de arduo enfrentamiento cuando, vía 
ley interpretativa, se pretendió imponer el cumpli­
miento del discutido tenor de la norma y eliminar 
toda controversia. Al estar en juego principios 
constitucionales importantísimos, tal coyuntura 
era de esperarse. Apaciguados los ánimos iniciales, 
publicamos el presente artículo en el que el doctor 
Juan Chávez Malina, constitucionalista de conoci­
da trayectoria, desarrolla un estudio jurídico pro­
fundo y detallado acerca de ambas leyes, sus 
implicancias y consecuencias. El trabajo discurre 
entre el análisis pausado y sereno de lo jurídico y el 
ocasional sobresalto cuando el comentario no pue­
de eludir aspectos éticos y sociales. Lo cierto es que 
un asunto tan delicado no puede desprenderse de 
juicios ni de valores para volverse aséptico, porque 
ello conduciría a la intrascendencia. Conviene ha­
cer hincapié en el hecho de que el autor observa y 
advierte elementos de juicio y de discusión que 
otros protagonistas no han descubierto o parecen 
haber pasado alto. THEMIS -Revista de Derecho 
contribuye, al publicar el presente artículo, al 
tratamiento público de un tema de significativa 
importancia en la actualidad política del país. 

Juan Chávez Molina 
Abogado 

El debate público, y aún el que se realiza en privado, 
que ha originado la ardorosamente controvertida 
amnistía, otorgada por la Ley No 26479 y su inter­
pretación parlamentaria por la Ley No 26492, es 
histórico. 

Y lo es, no porque los actores que ahora participa­
mos seamos importantísimos, extraordinarios o 
excepcionales. Lo es, porque actuamos en asuntos 
fundamentales del Perú, en la mayor crisis cultural, 
moral y económica de nuestra historia republicana. 

Si realizamos el debate serenamente, con el vigor 
necesario, claridad de propósitos y rectitud de in­
tenciones, obtendremos progreso en nuestro desa­
rrollo social y económico y, lo que es más importan­
te, en los valores fundamentales del hombre: liber­
tad, justicia, paz social, derecho a la vida y no a la 
muerte; un mundo mejor para nosotros y nuestros 
hijos. 

Si no acertamos a entender bien cuáles son nuestros 
errores y cuáles nuestras posibilidades, seguiremos 
de tumbo en tumbo, descendiendo en pendiente; 
ello sólo puede deparamos atraso, injusticias y 
enfrentamientos. 

Este estudio, realizado a solicitud de quienes co­
mulgamos en iguales afanes, desarrolla el ángulo 
jurídico, sin incluir el político y social, triángulo que 
integra el universo del contenido de este problema. 

Abarca, en ocho temas, los extremos del debate. 
Siguiendo método deductivo, sintetiza principios, 
doctrina y legislación, que es analizada en cada uno 
de los capítulos. 
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l. DERECHOS DE GRACIA 

Las instituciones jurídicas de la amnistía, el indulto 
y la gracia propiamente tal, existían desde la anti­
güedad, aunque no con las características diferen­
ciales que tienen en el moderno Estado constitucio­
nal. 

En Roma, servían para atenuar el rigor de la ley 
penal, por razones de orden social y político.

1 

En Europa y en América, la doctrina dominante 
distingue la amnistía del indulto y de la gracia, con 
excepción de Inglaterra y Estados Unidos, que han 
conservado el derecho de gracia en el concepto 
tradicional.' 

La gracia es la indulgencia. Sentido religioso del 
perdón y la absolución de las infracciones a la moral, 
las normas de conducta, la ética o los deberes que 
son principios de la religión. 

En Francia, el derecho de gracia equivale a nuestro 
indulto. Duguit sostuvo hasta 1918, fecha de la 3ra. 
edición de su Manual, que el acto por el cual el 
Presidente otorga una gracia, es un acto jurisdiccio­
nal. Lo considera como un acto administrativo. 
Otros autores lo suponen un acto político, un acto de 
gobierno. 

La Constitución chilena de 1833, atribuía al Poder 
Legislativo la concesión de indultos generales y 
amnistías; y al Poder Ejecutivo la concesión de 
indultos particulares. Conclusión definitiva que, 
por lógica, es la correcta. 

Alberdi, en el proyecto de la Constitución que pro­
puso, eliminó la expresión "indultos generales", de 
manera que para el autor de la bases, los indultos 
generales quedaban o, comprendidos en las amnis­
tías generales atribuidas al Congreso; o, totalmente 
suprimidos. 

El derecho de gracia al parecer no es, pues, un acto 
político, ni un acto administrativo. No es un acto 
político, porque no guarda la menor relación con la 
coordinación funcional de los órganos políticos. 
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Tampoco puede ser administrativo, porque consti­
tuye una reforma, una derogación, sino total, al 
menos parcial, de una decisión jurisdiccional. Es 
evidente que un acto jurisdiccional no puede ser 
modificado por un acto administrativo. Por tanto, 
para ser lógico, hay que decir ~ue el ejercicio de 
gracia es un acto de jurisdicción: 

J éze hace notar que el ilustre profesor de Burdeos, se 
rectificó en la 2da. edición de su Tratado, sustentan­
do finalmente que estamos en presencia de un acto 
administrativo. "En la actualidad -dice- reconozco 
fácilmente que soy yo quien se equivocaba( ... ). No 
es exacto que el acto de gracia sea una modificación 
de la sentencia de condena. Esta queda intacta. 
Posteriormente se realiza un acto que condiciona la 
modificación de una situación legal, que no ha 
creado la sentencia, sino que solamente la ha condi­
cionado ( ... ). El Jefe de Estado al conceder una 
gracia, no interviene para resolver una cuestión de 
derecho, sino solamente, en razón de consideracio­
nes diversas, para modificar una situación legal y 
esto es lo propio del acto administrativo".< 

Jéze, por su parte dice: " ...... si se admite mi punto 
de vista sobre el acto jurisdiccional, el acto de gracia 
realizado por el jefe del Ejecutivo resulta fácil de 
explicar. La declaración de culpabilidad hecha con 
fuerza de verdad legal por el juez represivo queda 
intacta". 

"Fuera de esto, el juez en lo criminal había realizado 
un acto jurídico distinto del acto jurisdiccional y 
sacado una consecuencia de la declaración: es la 
condena. Solamente esta decisión es la afectada por 
el acuerdo de gracia".
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11. LA AMNISTÍA 

Por la amnistía, el Estado renuncia constitucional­
mente a su potestad penal, en virtud de situaciones 
graves de interés público. Particularmente, por cau­
sas de carácter político, que hacen necesario un 
llamado a la concordia y al apaciguamiento colecti­
vo. Es una medida de carácter objetivo, que se 
acuerda in rem, y no en consideración a la persona. 



Tiene en cuenta la infracción y el beneficio a todos 
los que la han cometido.' 

La amnistía, por su carácter y efectos, anula la 
acción penal y la pena. El Estado anula la 
incriminación. Borra el delito. Surte sus efectos an­
tes, durante y después del proceso. Importa una 
suspensión temporaria y relativa de la ley penal. 

De la jurisprudencia de los fallos revocados y de los 
fundamentos de la discrepancia de la minoría, la 
correcta doctrina uniforme constitucional, 
circunscribe los efectos del indulto a la pena y 
distingue sustancialmente el indulto de la amnistía, 
por su naturaleza, por su objeto y por sus efectos. 

El indulto significa el perdón de la pena acordado 
por el Poder Ejecutivo, para suprimir o moderar, en 
casos especiales, el rigor de la ley. La amnistía, es el 
olvido de un hecho delictuoso, para restablecer la 
calma y la concordia social. 

El indulto extingue la pena del indultado. La amnis­
tía extingue la acción y la pena, si antes hubiese sido 
impuesta. Borra la criminalidad del hecho y sus 
efectos. Anula la acción penal y la pena. Y, el Estado, 
la incriminación. Por eso, se dice bien, "borra el 
delito". 

Algunos estiman que es la suspensión temporal y 
relativa de la ley penal. Otros, la derogatoria transi­
toria, para la situación específica a la que se concede 
la amnistía. 

El indulto es particular. Se refiere a determinada o 
determinadas personas. La amnistía, es por natura­
leza y razón de ser, general. Abarca a todos los 
sujetos comprometidos en una clase de delitos. 

El indulto se aplica a cualquier crimen y correspon­
de al ejercicio de las facultades del Poder Ejecutivo, 
que sin revocar el fallo de los jueces, levanta la pena 
impuesta, por razones especiales y distintas a las 
que los jueces deben tener en cuenta. 

La amnistía, por el contrario, es función del Poder 
Legislativo, único Poder que tiene la potestad de 
declarar la criminalidad de los actos y de crear 
sanciones; y, también, el único capaz de borrar sus 
efectos, principio de legalidad del Derecho Penal: 

No hay delito ni pena, sin ley que los establezca, ni 
sanción efectiva sin juicio que lo determine. 

Esta es la doctrina, los principios y la técnica que 
rigen la materia en el derecho público de los moder­
nos Estados Constitucionales. Los Códigos Penales 
ubican la amnistía entre las causas que extinguen la 
acción penal y el indulto entre los que extinguen la 
pena. 

En nuestra legislación, por el principio de legalidad, 
"nadie será sancionado por acto no previsto como 
delito o falta por la ley vigente al momento de su 
comisión, ni sometido a pena o medida de seguri­
dad que no se encuentren establecidas en ella". 

Por el principio" Nulla poena sine lege", "sólo el juez 
competente puede imponer penas o medidas de 
seguridad y no puede hacerlo sino en la forma 
establecida en la ley". 

"No puede ejecutarse pena alguna en otra forma 
que la prescrita por la ley y reglamentos que la 
desarrollan. En todo caso, la ejecución de la pena 
será intervenida judicialmente".
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Los delitos tipificados, procesados y sancionados 
conforme a estos principios, son los que por ficción 
de la institución jurídica de la amnistía, se olvidan, 
se borran, para conceder la gracia que la ley del 
Parlamento quiere otorgar. 

Cuando la doctrina y la jurisprudencia señalan que 
la amnistía es el olvido de un hecho delictuoso, 
debemos entender, en su correcta lectura, que no se 
refiere al olvido del" amnésico", que en la senectud 
es insoslayable. No se trata del olvido de quien no 
recuerda por enfermedad o por ancianidad. Aún 
cuando, por su etimología, amnistía derive de 
amnesia, olvido. Jurídicamente, el olvido que insti­
tuye la amnistía es figurado. Simbólico. Por su ra­
zón. Por su carácter. 

Jurídicamente, constituye excepción al derecho co­
mún, "al que deroga en circunstancias determina­
das". Políticamente, es medida a la que siempre han 
recurrido las legislaciones y los gobiernos, teniendo 
en cuenta las exigencias sociales y las circunstancias 
extraordinarias que hacen necesario desviarse del 
curso que fija la ley. 
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Se trata de una medida impersonal, de carácter 
objetivo y general, por actos cometidos en un mo­
mento dado o hasta cierta época. Comprende a 
todas las personas comprometidas en una clase de 
delitos. Favorece a todos los que se encuentran en 
las mismas circunstancias y condiciones, sin consi­
deración de las personas, ni de sus autores. 

La amnistía surte sus efectos sobre el pasado y no 
sobre el futuro, como ocurre con el indulto, que sólo 
suprime la pena a cumplirse, o con la conmutación, 
que únicamente cambia una pena por otra más 
benigna. 

Los efectos de la amnistía abarcan sólo el aspecto 
penal del hecho. Por tanto, desde el punto de vista 
del Derecho Civil, subsiste la ilicitud en cuanto a 
la indemnización debida a los particulares. 

Por tratarse de una causa extintiva del delito, la 
amnistía da un beneficio que no puede renunciarse, 
pero sí puede discutirse su aplicación, en cada caso 
concreto, para establecer si se dan o no las condi­
ciones legales. Ello es competencia de la función 
jurisdiccional del Poder Judicial, función pública 
que es exclusiva e indelegable. 

Según Garraud, la naturaleza de la amnistía se 
opone a que pueda ser concedida bajo ciertas condi­
ciones o sometida a ciertas restricciones.
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III. EL INDULTO 

El indulto es el perdón total o parcial de las penas 
judicialmente impuestas. Es acto de indulgencia. Es 
atribución del Poder Ejecutivo. 

Es particular, si se refiere a uno o más delincuentes 
determinados. Es general, si se refiere a todos los 
delincuentes, en un momento dado -con o sin excep­
ción-. 

El indulto es un acto de gracia como la amnistía. Se 
diferencia de ésta en que no es real. Es personal. En 
lugar de referirse al delito borrando su criminali­
dad, beneficia al delincuente, en relación con la 
pena que le ha sido impuesta, librándolo de la 
ejecución, en todo o en parte. 
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Si la amnisda puede aplicarse al hecho anterior o 
posterior a la condena, el indulto, por definición, es 
el perdón de la pena impuesta en la sentencia. 

El indulto se explica por su origen de derecho de 
grada y su concesion por los soberano¡;. El jefe o rey 
primitivo, entre los principales atributos de supo­
der, tenía el de castigar a los delincuentes con penas 
crueles, fundadas en un concepto de venganza y era 
natural que a veces, sintiera piedad y perdonara. 
Con el andar del tiempo, cuando debió desprender­
se de la función de juzgar, se reservaron "esta pre­
rrogativa grata que le realzaba a sus propios ojos y 
a los ajenos, aumentando su poder y su prestigio" .Y 

¿Cómo explicar su perduración en los regímenes 
democráticos; sobre todo en los actuales en que la 
ley represiva se ha despojado de toda crueldad y la 
pena de todo concepto de venganza? 

Para Montesquieu, el derecho de gracia es un atri­
buto natural del monarca, que no puede tener cabi­
da en una república.

10 
Según Story, por el contrario, 

el poder de perdonar es compatible con toda forma 
de gobierno. 

En opinión de Concepción Arenal, "en cada indulto 
que firma el Ministro de Gracia y Justicia, reconoce 
una injusticia de la ley o de los jueces" .
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Desde los tiempos de Locke, en "la prerrogativa de 
poder realizar el bien público, se encuentra el de 
perdonar y cuando la sanción de la ley cae en un 
hombre que ha cometido una acción, que más que 
castigo merecería perdón y recompensa, por lo que 
ha delinquido, siempre que no cauce perjuicio al 
inocente". 

Modernamente, Stammler dice que "el derecho de 
gracia es un medio para llegar al derecho justo en un 
caso concreto. Derecho de gracia, cuando la aplica­
ción rigurosa de una norma jurídicamente impera­
tiva, conduzca a resultados injustos en un caso 
concreto o efectos jurídicos, que habiendo sido en 
un principio justos, han dejado de serlo por haber 
cambiado las circunstancias en que se basaban".

12 



IV. LA COSA JUZGADA 

La esencia de la cosa juzgada es la investigación 
profunda y personal en el campo de la experiencia 
jurídica. 

En el Derecho Romano, una vez formalizado el 
proceso, no le era dable a las partes reiterar su 
demanda, respecto a la cuestión resuelta, conforme 
al viejo principio Non Bis In Idem. 

Lo que se designa con el nombre de cosa juzgada, 
que significa juicio dado sobre la "litis", es el efecto 
principal de las sentencias firmes: impedir su revi­
sión y hacerlas inmutables. 

Para el Derecho primitivo y clásico, la cosa juzgada 
impedía repetir la acción promovida, cualquiera 
fuese la suerte del proceso. Ello con carácter defini­
tivo. 

Inmutable, definitivo, intangible, indiscutible, sólo 
expresa para otros autores una propiedad, una cua­
lidad particular, un atributo de un objeto al cual se 
refieren.D 

Liebman, siguiendo los estudios de Chiovenda, 
demuestra que la concepción tradicional pierde día 
a día vigor científico al estudiarse el contenido y los 
efectos de la sentencia, al extremo de que hoy no se 
habla de cosa juzgada, sino de autoridad de la cosa 
juzgada, considerando a ésta no como un efecto de 
la sentencia, sino como una cualidad y un modo de 
ser y manifestarse de sus efectos. 
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El pronunciamiento judicial tiene frecuentemente 
una eficacia, no meramente declarativa, sino tam­
bién constitutiva. 

Para la teoría normativa de Hans Kelsen es la 
inmutabilidad de las normas individuales, carácter 
que reconoce a las sentencias judiciales. 

En Francia, donde hasta principios del presente 
siglo predominó el criterio jurídico privatista, son 
varios los autores que reconocen que el lugar que 

corresponde a las disposiciones sobre la cosa juzga­
da es el Derecho Procesal. 

Esa dualidad de examen de un mismo instituto es 
consecuencia de que la independencia y autonomía 
de las distintas ramas jurídicas -en cuanto se rigen 
por normas propias- no excluye la estrecha vincula­
ción que une a las mismas. Ello no es permitido por 
el principio de unidad del Derecho, que es una 
verdad que encuentra en esa fuerza vinculante su 
más viva manifestación.
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Para Lascan o, el contenido eminentemente procesal 
de la cosa juzgada, se forma con ocasión del proceso, 
del que aquélla no es sino una de sus más importan­
tes consecuencias; aunque sin desconocer que sus 
efectos trascienden el campo estrictamente proce­
sal, al dar certeza o estabilidad al derecho substancial 
que ha sido materia de la litis. 

La relación jurídica declarada por la sentencia, ya no 
puede ser cuestionada en adelante, ni recaer sobre la 
misma un nuevo pronunciamiento judicial, puesto 
que la inmutabilidad de la decisión es lo que carac­
teriza la cosa juzgada. 
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Para Alsina es más bien el hecho de tener su naci­
miento en la sentencia lo que caracteriza a la cosa 
juzgada, aunque reconoce que es indiscutible la 
conveniencia de legislada en el Código Civil, con lo 
cual, a su criterio, no perdería su carácter de proce­
sal y, por el contrario, se establecerían reglas unifor­
mes para todo el territorio de la República. Es sabido 
que el Código Civil contiene numerosas disposicio­
nes de orden procesal, como así también, que el 
carácter procesal de una norma no es dado por la 
ubicación de la misma en los Códigos de Procedi­
mientos.17 

V. LA AMNISTIA Y EL INDULTO EN LAS 
CONSTITUCIONES DEL PERU; EN EL CODI­
GO PENAL DE 1924 Y EN EL VIGENTE 

Las Constituciones del Perú tienen una característi­
ca no muy común: la facultad de conceder indultos 
aparece en ellas atribuida al Poder Legislativo. 
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En la primera, la de 1823, "es facultad exclusiva del 
Congreso y comprende los indultos generales o 
particulares". lR 

En la de 1826, la de Bolívar, "corresponde a la 
Cámara de Tribunos". "El tribunado tiene la inicia­
tiva en conceder indultos generales".

1
" 

En la de 1828, es atribución del Congreso, "Conce­
der amnistía e indultos Senerales, cuando lo exija la 
conveniencia pública". 

0 

Por primera vez, se refiere a la amnistía además del 
indulto. En ambos, los condiciona a la presencia de 
una exigencia: lo que conviene al interés público; 
esto es, un interés de toda la nación. Interés público 
y no sólo el de un sector: interés social. Ergo, durante 
la vigencia de la Constitución de 1828, si no existe la 
condición señalada expresamente -la exigencia que 
convenga al interés público- no era lícito que el 
Congreso aprobara una ley de amnistía o de indul­
to. 

La de 1834, señala: "Es atribución del Congreso, 
conceder amnistía e indultos generales, cuando lo 
exija la conveniencia pública y nunca a partícula-

" 21 res . 

Ambos beneficios, continúan corno facultad del 
Congreso. Agrega una prohibición a la condición de 
la exigencia del interés público. Especifica: "nunca 
a particulares". 

En las Constituciones de 1839, 1856, 1860 y 1920, 
conceder amnistía e indultos sigue siendo atribu-
''dlC 22 

Cion e ongreso. 
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La de 1933, confirma que corresponde al Poder 
Legislativo. Dice: "Es atribución del Congreso: ejer­
cer el derecho de gracia". "Sólo por leyes del Con­
greso, el Poder Ejecutivo puede conceder indultos a 
los condenados por delitos político-sociales".

23 

Adviértase que no denomina indulto a la facultad 
del Parlamento. Tampoco amnistía. La califica de 
"DE:recho de Gracia". Asimismo, por primera vez, 
atribuye al Poder Ejecutivo la concesión del indulto, 
a condición imperativa: sólo a los condenados por 
delitos político-sociales. 

El Poder Ejecutivo no siempre estuvo despojado de 
toda prerrogativa en la materia. La Constitución de 
1826, en las atribuciones del Presidente de la Repú­
blica, señaló:" conmutar las penas capitales decreta­
das a los reos por los tribunales". 
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Y las Constituciones de 1828, 1834 y 1839lo facultan 
para "conmutar, a un criminal, la pena capital, 
previo informe del tribunal o juez de la causa, 
siempre que concurran graves y poderosos motivos 
y que no sean los casos exceptuados por la ley".
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Consecuentemente, las citadas Constituciones otor­
garon al Presidente de la República esta atribución, 
con gran cautela y en forma restringida. 

La facultad del Ejecutivo, en este campo, está limi­
tada a conmutar a un criminal la pena de muerte y 
sujeta a varios requisitos y condiciones. Requisito 
indispensable: La intervención insoslayable del 
Poder Judicial, mediante previo informe del Tribu­
nal o del Juez de la causa. Además, a condición de 



que concurran graves y poderosos motivos. Aún 
más, que no sean los casos exceptuados por la ley. 

La Constitución de 1856, limita la atribución del 
Poder Legislativo. Restringe el principio de legali­
dad. 

Dispuso, mandatoriamente: "La ley no podrá impo­
ner la pena de muerte". Y, lo que es más significati­
vo, adelantándose al quehacer de su tiempo, decla­
ró: "la vida humana es inviolable".

26 

Pionera en el reconocimiento del Derecho Funda­
mental del Ser Humano: el derecho a la vida, se 
opone a suprimirla, ni siquiera por el ejercicio regu­
lar y legal que reconoce la pena de muerte. Mucho 
menos a quienes, por sí y ante sí, la suprimen sin ley 
que lo autorice, lo cual configura delitos de lesa 
humanidad. 

La de 1860, entre las garantías constitucionales, 
atenúa el rigor absoluto para prohibir que la ley 
autorice la pena de muerte. Señala:" ...... no puede 
imponer la pena de muerte sino por el crimen de 
homicidio calificado".

27 

Estas dos Constituciones -1856 y 1860- suprimieron 
la facultad presidencial de conmutar la pena. 

Según el Código Penal de 1924, a efecto de la reinci­
dencia: "la remisión de la pena por vía de gracia, 
equivale a la ejecución de ella". 

"La acción penal pública se extingue: por ( ... ) amnis­
tía y subsiste en este caso la acción civil que se hará 
efectiva en esta vía". 

"La amnistía suprime legalmente el hecho punible 
a que se refiere e implica el perpetuo silencio respec-

26 
<::I:'Pl856, Art. 16 ·Título 

to de él. El indulto suprime la represión del hecho 
punible".

28 

En el Código Penal vigente, "La acción penal se 
extingue: Por ...... amnistía, ...... por autoridad de 
cosa juzgada". "La ejecución de la pena se extingue 
por ...... amnistía, indulto". 

"La amnistía elimina legalmente el hecho punible a 
que se refiere e implica el perpetuo silencio respecto 
a él. El indulto suprime la pena impuesta" .

2
" 

En la Constitución de 1979, "conceder indultos y 
conmutar penas: es atribución del Presidente de la 
República; salvo los casos prohibidos por la ley"; y 
como garantía de la Administración de Justicia, 
establece la institución de la cosa juzgada. Dispone: 
"La prohibición de revivir procesos fenecidos. Na­
die puede ser juzgado nuevamente por hechos por 
los cuales haya sido absuelto o condenado por sen­
tencia firme".

30 

No otorga esta calidad, gozar del beneficio de cosa 
juzgada, al indulto ni a la amnistía, como lo hace la 
Constitución vigente de 1993. 

En consecuencia, en la Constitución de 1979, ni al 
indulto ni a la amnistía, les alcanzaba la situación de 
cosa juzgada. La atribución del Presidente, está 
circunscrita a conceder indultos y conmutar penas. 

En la Constitución vigente de 1993, "es atribución 
del Congreso: ...... ejercer el derecho de amnistía". 
Corresponde a Presidente de la República: "conce­
der indultos y conmutar penas. Ejercer el derecho 
de gracia en beneficio de los procesados en los 
casos en que la etapa de instrucción haya excedido 
el doble de su plazo mas su ampliatoria".

31
'

32 
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Y señala que la potestad para administrar justicia 
emana del pueblo y se ejerce por el Poder Judicial; 
que "Son principios y derechos de su función juris­
diccional: . .. . .. la prohibición de revivir procesos 
fenecidos con resolución ejecutoriada"; y que: "La 
amnistía y el indulto ...... producen los efectos de 
cosa juzgada".

33 

Por tanto, en la Constitución vigente las leyes que 
conceden amnistía, y el indulto que otorga el Presi­
dente de la República, producen los efectos de la 
cosa juzgada, sólo cuando la administración de 
justicia que emana del pueblo y se ejerce por el 
Poder Judicial por principio y derecho de su fun­
ción jurisdiccional, da sentencia de última instan­
cia consentida y ejecutoriada. 

En consecuencia, la ley que concede la amnistía no 
puede por sí y ante sí clausurar el proceso judicial, 
menos bloquear el debido proceso y declarar una 
ley con efectos de cosa juzgada. Si lo hace, invade 
el Fuero del Poder Judicial y usurpa sus funciones. 

Cosa Juzgada, es facultad sólo de la potestad de 
administrar justicia; del Poder Judicial y no del 
Poder Legislativo. 

VI. EXEGESIS DE LAS LEYES No 26479 Y 26492 

El derecho de gracia que otorga la ley 26479, es el de 
amnistía, que se concede, necesariamente, por el 
Congreso, sólo por ley. 

En aplicación del mandato constitucional, toda ley 
es de carácter general. "Pueden expedirse leyes 
especiales porque así lo exige la naturaleza de las 
cosas, pero no por razón de la diferencia de perso-

" J4 nas . 

Por principio jurídico, axiomático, confirmado por 
la doctrina, la jurisprudencia y la técnica del Dere­
cho, las leyes son normas de carácter general. Basta­
ba que la ley 26479, dijese: "Concédase amnistía". 

Ergo, toda amnistía tiene carácter general. No es 
beneficio individual a persona determinada, a cada 
persona natural, corno concesión especial. El Con-

3S 

3
' CPP1993, Art. 109. 
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greso dentro de sus funciones, y las leyes de amnis­
tía, carecen de facultad para concederlos con estos 
alcances. En ese caso, corresponde conceder indul­
to, atribución del Presidente de la República. 

La Ley 26479 al agregarle la calificación general, se 
refiere: a toda clase de delitos y delincuentes. Darle 
esta significación, es extender su aplicación a delitos 
comunes no vinculados, ni originados en la lucha 
contra el terrorismo, para involucrados corno tales. 
Es interpretación carente de lógica. Es llegar a extre­
mos absurdos. Inadmisibles. Aberrante. Eticarnente 
inmoral. 

Con redacción anfibológica, mezcla diversas situa­
ciones que ocasionan aplicación equivocada. Sea de 
buena fe, por deficiencia técnica y de sistemática o 
con propósitos premeditados. 

Incurre en prácticas y procedimientos vedados. 
Concede amnistía" ...... al personal Militar, Policial 
o Civil, cualquiera que fuere su situación Militar o 
Policial o Funcional correspondiente, que se en­
cuentre denunciado, investigado, encausado, pro­
cesado o condenado por delitos comunes y militares 
en los Fueros Común o Privativo Militar, respecti­
vamente, por todos los hechos derivados u origina­
dos con ocasión o corno consecuencia de la lucha 
contra el terrorismo y que pudieran haber sido 
cometidos en forma individual o en grupo desde 
mayo de 1980 hasta la fecha de la promulgación de 
la presente ley". 

35 

La ley se promulgó el14/06/95. Se publicó el15/ 
06/95. Según lo dispuesto por la constitución, la ley 
es obligatoria desde el día siguiente de su publica­
ción en el diario oficial-16/06/95-, salvo disposi­
ción en contrario de la misma ley, que posterga su 
vigencia en todo o en parte. 

Hay contradicción sobre la fecha de vigencia hasta 
la cual alcanza el beneficio de la amnistía otorgada. 
Según el texto de la ley, ordena que sea hasta el14/ 
06/95. Conforme al mandato de la Constitución, 
corresponde aplicarla hasta el16/06/95.

36 



La Constitución, por principio de jerarquía: " ..... . 
prevalece sobre toda norma legal". La ley de amnis­
tía no puede dar aplicación diferente a lo estableci­
do por la Constitución.

37 

La correcta lectura, es que sólo otorga amnistía, 
como lo expresa textualmente, " ...... por todos los 
hechos derivados u originados con ocasión o como 
consecuencia de la lucha contra el terrorismo ...... ". 

38 

Con este alcance, conceder amnistía es plenamente 
justificado. Luchar contra el terrorismo es derecho 
indiscutible de toda sociedad compuesta por seres 
humanos que tienen derecho a la vida. Es defender 
la vida. No la muerte. De igual manera que la 
persona individual no comete homicidio si lo hace 
en defensa propia, para salvar su vida. 

No lo es para encubrir delitos comunes de homici­
dio, ni para lograr impunidad. 

Los alcances que contiene, cuando, 
indiscriminadamente, junta:" ...... al personal Mili-
tar Policial y civil, cualquiera que fuere su situación 
Militar o Policial o Funcional correspondiente, que 
se encuentre denunciado, investigado, encausado, 
procesado o condenado ...... ",viola la Constitución. 

Al condenado a quien se le suprime la pena, técnica 
y jurídicamente, se le otorga el indulto. 

El Parlamento no puede indultar sin violar la Cons­
titución. Indulto es perdonar, total o parcialmente, 
la pena impuesta por el Poder Judicial, que emana 
del pueblo, mediante el debido proceso, en senten­
cia de última instancia, firme y ejecutoriada, que 
constituye cosa juzgada.

3
" 

La amnistía significa olvidar, por ficción jurídica, el 
hecho ilícito que es delito. Es función del Congreso. 
El Estado renuncia constitucionalmente a su potes­
tad penal. Otorga el beneficio ante situaciones gra­
ves, por causas políticas en las cuales el interés 
público nacional requiere la concordia colectiva. La 
ley que la concede es necesariamente de carácter 
general, objetiva, "in rem", por la naturaleza de las 
cosas. Es al Poder Judicial a quien compete de oficio 
o a petición de parte declarar las personas a quienes 
les alcanza el beneficio en aplicación de la ley; 
establecer la amnistía, individualmente, a cada cuál. 

La ley dada por el Congreso, que tiene la facultad de 
determinar el hecho delictuoso en las correspon­
dientes leyes que tipifican los delitos y el proceso a 
seguir, puede suponer -utiliza ficción jurídica- que 
queda en suspenso para los casos amnistiados, como 
si se hubiera derogado -olvidado- el hecho tipificado 
como delito. Otorga la gracia dentro de los alcances 
de la amnistía, que son diferentes a la situación 
jurídica del indulto. 

Según rigurosa interpretación jurídica, sólo deberá 
alcanzar a los hechos y eventos penales y procesales, 
cometidos por las Fuerzas del Orden, acción legíti­
ma del gobierno, en defensa de la sociedad, seme­
jantes a los de un estado de guerra, en la que el 
Ejército tiene deberes sagrados que cumplir por 
razón de función, para garantizar la convivencia 
pacífica de los ciudadanos. Ya sea en la seguridad 
externa o interna, que están a cargo de las Fuerzas 
Armadas y Policiales, respectivamente. 

Sin la noble y sacrificada acción de las Fuerzas del 
Orden, no es posible que los pueblos se desarrollen 
cultural, económica y socialmente; que los ciudada­
nos confíen que su derecho a la vida no será supri­
mido, que sus domicilios y patrimonios no serán 
violados o depredados por ataques subversivos. 
Acción que impone hasta ofrendar sus vidas, para 
que se respeten las de los ciudadanos. Labor que es 
indispensable en todo Estado de Derecho, que me­
rece gratitud. Honor y Gloria a quiénes cumplen sus 
deberes profesionales, con firmeza y pulcritud. 

La ley y la Justicia, sin el eficaz auxilio de las Fuerzas 
del Orden que las hagan respetar en el exacto cum­
plimiento de su mandato, son utopía. Son derechos 
insatisfechos. Así mismo, la utilización de las Fuer­
zas del Orden, sin el sustento del Derecho, la ley y la 
Justicia, es atropello y violencia. Es autocracia. Es 
tiranía. 

Situación muy diferente es la de los delitos 
excecrables, en crímenes ejecutados con trasgresión 
de los deberes profesionales, y sin vinculación, di­
recta ni indirecta, con la lucha contra el terrorismo. 

Según la Resolución de la Juez Penal Antonia 
Saquicuray, " ... se desprende la existencia de indi­
cios razonables, que los hechos denunciables ha­
brían sido ejecutados por personal del Servicio de 
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Inteligencia del Ejército", -culpables de la masacre­
" quienes habrían desarrollado una estrategia pro­
pia de la lucha contra la subversión terrorista y 
aplicada el día 3 de noviembre de 1991 ... ",por lo 
cual, declara inaplicable la Ley 26479 a los responsa­
bles comprendidos en la instrucción registrada con 
el N" 93-95, seguidos contra la vida, el cuerpo y la 
salud, en las que fueron asesinadas 15 personas en 
una comida "pollada", realizada en una vieja finca 
de los Barrios Altos:u 

Si se otorga el perdón de delitos ya establecidos, 
sancionados con pena privativa de la libertad, co­
rresponde a las funciones y atribuciones del Sr. 
Presidente de la República conceder indulto en cada 
caso individual y asumir su motivación y responsa­
bilidad. 

Cuando se deriva y desplaza esta liberalidad al 
Parlamento, se viola claros y expresos mandatos de 
la Constitución del Estado, que establece que es 
función y facultad del Congreso legislar con carác­
ter general, por razón de la naturaleza de las cosas 
y no por la diferencia de las personas. Es ley de 
amnistía que concede el beneficio en forma indivi­
dual, a toda clase de delitos, que encubre y consagra 
la impunidad. Por axioma jurídico, confirmado en 
la doctrina, la jurisprudencia y la técnica, uniforme 
y universal del Derecho, es ley nula por inconstitu­
cional. 

Los alcances que tiene la primera parte del Art. 1 o de 
la Ley 26479, al comprender, indiscriminadamente, 
" ...... al personal Militar, Policial y Civil, cualquiera 
que fuere su situación Militar, Policial o Funcional 
correspondiente, ...... ", requiere que a petición del 
interesado y no de oficio, se establezca la verdad y 
alcances de la comisión de un delito, que sólo por 
vía de gracia, -excepcionalmente - queda suprimi­
do. 

Con la amplitud dada en el Art. 1 o de la Ley 26479 
¿Se comprende también los hechos ocurridos den­
tro del plazo señalado que no han sido denuncia­
dos? 

¿Se puede comprender en el olvido, por amnistía, el 
hecho sobre el cual no se ha determinado todavía su 
existencia, ni quien es el culpable -si lo hay-, ni cual 

40 Resolució~ 

.¡z 

43 
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es el grado de culpabilidad, ni cuales los tipos 
penales? 

Hacerlo es dar a lo desconocido naturaleza de cosa 
juzgada, por acto imperativo de la ley, como lo hace 
la Ley 26479, en el Art. 4°. Bloquear la posibilidad 
del esclarecimiento jurídico del delito, en el debido 
proceso. Interferir la autonomía, funciones y atri­
buciones del Poder Judicial. Usurpar sus funciones. 
Violar la Constitución. Incurrir en nulidad, ipso jure, 
de pleno derecho: nulidad que no se puede 
convalidar. 

En el Art. 4°, señala que "El Poder Judicial, Fuero 
Común, Fuero Privativo Militar y el Ejecutivo, pro­
cederán en el día, bajo responsabilidad, a anular los 
antecedentes policiales, judiciales o penales, que 
pudieran haberse registrado contra los amnistiados 
por esta Ley, así como dejar sin efecto cualquier 
medida restrictiva de la libertad que pudiera afec-
tarles ...... ". Su lectura causa estupor. No es el 
mandato jurídico de sabia norma que busca realizar 
ideales supremos que logren la paz con el bálsamo 
del olvido. Es úcase intimida torio en son de guerra. 
Ordenanza con sones de trompeta y repique de 
tambores.

41 

Ordena, también, " Procederán igualmente a 
excarcelar a los amnistiados que estuvieran sufrien­
do arresto, detención, prisión o pena privativa de la 
libertad, quedando subsistentes las medidas admi­
nistrativas adoptadas" .'

2 

Agrega: "Los hechos ci delitos comprendidos en la 
presente amnistía, así como los sobreseimientos 
definitivos y las absoluciones, no son susceptibles 
de investigación, pesquisa o sumario; quedando, 
todos los casos judiciales, en trámite o en ejecu­
ción, archivados definitivamente".

43 

Es ley que por sí y ante sí, da efecto de cosa juzgada, 
que sólo puede establecer el Poder Judicial y no el 
Parlamento. 

"La potestad de administrar justicia emana del pue­
blo y se ejerce por el Poder Judicial, a través de sus 
órganos jerárquicos ...... ".Con carácter mandatorio 
y universal en todos los casos, dispone: "En todo 
proceso, de existir incompatibilidad entre una nor-



ma constitucional y una norma legal, los jueces 
prefieren la primera ...... ". 

También con carácter imperativo, señala: "Igual­
mente prefieren la norma legal sobre toda otra 
norma de rango inferior" .

44 

Utiliza el verbo preferir, mandatoriamente. Dice: 
"prefieren". Y no en condicional o facultativo: "Pue­
den o podrán preferir". 

Determina: "Son principios y derechos de la función 
jurisdiccional del Poder Judicial: ...... la observancia 
del debido proceso y la tutela jurisdiccional".45 

Establece, también, mandatoriamente: "El Estado 
garantiza a los magistrados judiciales: l. Su inde­
pendencia. Sólo están sometidos a la Constitución y 
la ley"!h 

La amnistía de la Ley 26479, que en cumplimiento 
de su razón de ser debería haber conseguido la 
armonía y pacificación del país, ha suscitado 
enfrentamientos en todos los sectores;ha dividido a 
la mayoría gobernante, en agria pugna con la mino­
ría. Los pronunciamientos expresados 
mayoritariamente por el periodismo y los medios 
de comunicación, las altas jerarquías y dignidades 
Eclesiásticas la rechazan, igualmente en mayoría. 
Así también las expresiones de los Colegios Profe­
sionales y las Revistas Jurídicas, Políticas y Gremia­
les. 

En general, se puede estimar que el debate público 
se ha manifestado adverso. La Ley 26479 de amnis­
tía, está en contradicción con la voluntad ciudada­
na. "En un gobierno libre, los gobernantes nunca 
tienen un interés permanente distinto al del pueblo 

del cual forman parte y ante el cual son responsa­
bles".'7 

Lejos de unificar a la Nación alrededor de la conce­
sión de un beneficio otorgado con la benevolencia, 
y del olvido indulgente de agravios recibidos, ha 
determinado mayores enconos y ha enturbiado el 
ámbito político del Gobierno, que tiene que "inau­
gurar" una nueva acción, en momentos cruciales. 

En cambio,la amnistía concedida al "personal Mili­
tar en situación de Actividad, Disponibilidad o 
Retiro y civil implicados, procesados o condenados 
por los sucesos del13 de noviembre de 1992", sí se 
ajusta a la doctrina, la jurisprudencia, la técnica, la 
legislación vigente y el mandato de la Constitu-

• / 48 
ClOn. 

Es inconmobible y legítimo el derecho que asiste a 
quienes no cometieron delito alguno. Por el contra­
rio, es acción que estuvo encaminada al ejercicio del 
derecho de insurgencia, ordenado por la Constitu­
ción. 

Por mandato de la Constitución, todos los peruanos 
tienen el deber: "de respetar, cumplir y defender la 
Constitución y el ordenamiento jurídico de la Na­
ción". "Nadie debe obediencia ...... a quienes asu­
men funciones públicas en violación a la Constitu­
ción y las leyes". "La población civil tiene el derecho 
de insurgencia en defensa del orden constitucio-

1" 4" na . 

Igualmente, la amnistía concedida al " ... personal 
militar en situación de Actividad, Disponibilidad o 
Retiro, denunciado, procesado o condenado por los 
delitos de Infidencia, Ultraje a la Nación y a las 
Fuerzas Armadas, con ocasión del reciente conflicto 
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.e.o J.a J.rnut.er..a _on_r_te':. e; leyítima y acto de estricta 
justicia, ~arantizada por la Constitución Política del 
Estado.

5 

Según su mandato: Toda persona tiene derecho:" ... 
... A la libertad de conciencia en forma individual o 
asociada. No hay ejecución por razón de ideas o 
creencias. No hay delito de opinión"." A las liberta­
des de información, expresión y difusión del pensa­
miento mediante la palabra oral o escrita o la ima­
gen, por cualquier medio de comunicación social, 
sin previa autorización ni censura ni impedimen­
to algunos, bajo las responsabilidades de la ley".

51 

La amnistía otorgada, en este caso, es inconmovible, 
acto de estricta justicia. Legítimo derecho. 

La Ley 26479, excluye del beneficio de la amnistía al 
"personal Militar, Policial o Civil que se encuentra 
denunciado, investigado, encausado o condenado 
por los delitos de Tráfico Ilícito de Drogas, de Terro­
rismo y Traición a la Patria regulado por la Ley No 
25659". 

Esta norma es legítima. Está dentro de los propósi­
tos y alcances de la doctrina jurídica, la Constitución 
y las leyes que regulan la amnistía. 52 

Establece que: "Los hechos o delitos comprendidos 
en la presente amnistía, así como los sobreseimientos 
definitivos y las absoluciones, no son susceptibles 
de investigación, pesquisa o sumario; quedando, 
todos los casos judiciales, en trámite o en ejecución, 
archivados definitivamente".

53 

En suma, la Ley 26479 concede amnistía para tres 
situaciones que están conforme a ley. Los compren­
didos en los artículos 2°, 3° y 5°. 

Los incluidos en los artículos 1°,4° y 6°, son írritos e 
inconstitucionales. 

En certera expresión, a la que adherimos plenamen­
te," ... cualquier interpretación constitucional de la 
ley o cualquier producción legislativa debe hacerse 
siempre en armonía con la concepción ideológica 
que el Constituyente ha tenido sobre el mundo y 
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sobre la posición del hombre en la sociedad . 
Parafraseando a J ellinek, bien podemos decir que la 
Constitución representa el mínimum ético que la 
sociedad necesita para existir. A esos valores no 
escapan ni el Congreso, ni el Poder Ejecutivo ni 
ningún otro poder,lo que implica que las potestades 
que la Constitución les otorga deben ejercerse siem­
pre de conformidad con los valores que inspiran 
nuestro estatuto constitucional, incluidos las de 
amnistiar o indultar. Porque el ordenamiento jurí­
dico no sólo es normatividad, sino también actuar 
sociológico y exigencias éticas supremas, tal como 
lo ha demostrado la moderna teoría tridimensional 
del Derecho".

54 

- LA LEY 26492 

Pretextando interpretar los alcances de la amnistía 
otorgada por la Ley 26479, atribuye a la facultad 
legislativa, las funciones jurisdiccionales que sólo 
tiene el Poder Judicial, para establecer la cosa juzga­
da;y,lo que es más grave, ordena imperativamente, 
dice: "Entiéndase, que el inciso 3 del Art. 139° de la 
Constitución, no constituye interferencia en el ejer­
cicio de la función jurisdiccional ni vulnera el deber 
del Estado de respetar y garantizar la plena vigencia 
de los derechos humanos, ...... ".

55 

Alega que el derecho de amnistía es un derecho de 
gracia, cuya concesión corresponde exclusivamente 
al Congreso, no es revisable en sede judicial; y, 
finalmente, interpreta, que el Art. 1 o de la Ley 26479, 
-que adolece de múltiples nulidades- es de obligato­
ria aplicación por los órganos jurisdiccionales, sin 
importar que el personal Militar, Policial y Civil 
involucrado, se encuentre o no investigado, sujeto a 
proceso penal o condenado, quedando todos los 
casos judiciales en trámite o en ejecución, archiva­
dos definitivamente. 

La potestad de administrar justicia emana del pue­
blo y se ejerce por el Poder Judicial, sin que ningún 
otro Poder del Estado pueda interferir en sus deci­
siones jurisdiccionales. 

La decisión de la Jueza Antonia Saquicuray, el dic­
tamen fiscal y el voto singular de la Dra. Luisa Napa 



de la 11 va. Sala Penal, en ejercicio pleno de la 
potestad que le confiere la Constitución, han decla­
rado, con toda legitimidad, inaplicable la Ley N° 
26479, para los procesados por la matanza de los 
Barrios Altos, pese a la amenaza de la acusación por 

• 5h 
prevancato. 

En cuanto a la Ley 26492, la situación es más grave. 
Con redacción imperativa, da órdenes al Poder 
Judicial. No respeta su autonomía. Viola su inde­
pendencia. Rompe el equilibrio de los Poderes del 
Estado. Sin autonomía, sin independencia, sin equi­
librio de poderes, no existe sistema político demo­
crático para gobernar la sociedad con normas de 
convivencia civilizada, en un Estado de Derecho. 

Desde el ángulo ético también es indefendible. Otor­
ga absolución y encubre delitos por crímenes que 
lejos de tender un manto de olvido y armonía, 
socavan valores fundamentales de la sociedad y del 
Estado; del civismo y la conducta moral. 

Es doctrina uniforme del Derecho, aceptada univer­
salmente que el Poder Judicial ejerce el control de la 
constitucionalidad de las leyes. 

Para el caso individual de este proceso, en cualquier 
instancia del Poder Judicial, ante la oposición de un 
mandato de la ley contra lo dispuesto por la Cons­
titución, por el principio de la jerarquía de las leyes, 
se debe aplicar la Constitución. 

"Corresponde al Tribunal Constitucional: Conocer 
en instancia única, la acción de inconstitu­
cionalidad", para abolir y derogar una ley inconsti­
tucional, con carácter general, la que queda abrogada, 
sin aplicación; y es facultad y atribución, entre otros, 
otorgada a los Defensores del Pueblo, a los ciudada­
nos, con 5,000 firmas comprobadas y los Colegios 
Profesionales, en materia de su especialidad. 5

7 

Desgraciadamente, no obstante la garantía consti­
tucional otorgada sobre esta materia, su ejercicio 
queda frustrado. El Gobierno- Poder Legislativo y 
Poder Ejecutivo- no ha puesto en funcionamiento la 
más alta jerarquía de la función jurisdiccional, en­
cargada al Tribunal Constitucional, mediante el 
nombramiento que corresponde efectuar de los 
Vocales Titulares. 

Queda recurrir a la decisión ciudadana expresada 
en referendum. 

VII. LAS LEYES 26479 Y 26492 Y LOS 
DERECHOS HUMANOS 

Las leyes, consecuentemente, y su interpretación 
deben para tener validez, -con rigor existencial- ser 
formuladas, aprobadas y aplicadas, de acuerdo con 
lo establecido por la Constitución Política del Esta­
do. 

Ley que viola la Constitución, deja de existir. Es 
írrita. Nula. Sin fuerza ni obligación. 

A su vez, la Constitución sustenta sus directivas y 
mandatos -basados en concepciones filosóficas- en 
principios señalados en las ciencias políticas, econó­
micas, sociales, administrativas y jurídicas; en mé­
todos, sistemas y estructuras logrados por la técnica 
y, lo que es más importante y significativo, por la 
actuación de todos los Poderes del Estado al ejercer 
funciones y potestades para aplicarlos; momento 
cumbre en el que su virtualidad es tangible, efectiva, 
real y concreta. Debe ser no sólo el cumplimiento fiel 
de lo expresado en su texto gramatical, sino también 
conjunta e indelegablemente, con el espíritu que 
contiene y le insufla vida y razón de ser. 

Sólo así realiza fines y objetivos queridos, en el 
marco de la jerarquía de valores éticos sin los cuales 
carece de legitimidad y no es firme, efectiva, ni legal; 
no subsiste. 

La Ley 26479 y la Ley 26492 que la interpreta, violan 
los Derechos Humanos. Están ambas en contradic­
ción de la Constitución Política del Perú. Incurren 
en nulidad de pleno derecho. No se pueden 
convalidar. Son "insubsistentes". 

Defender la persona humana, respetar su dignidad 
y elevar estos valores al fin supremo de la sociedad, 
son los principios que consagra la Constitución 
Política del Perú. 58 

Al incluirlos en la Primera Norma, del Prímer Capí­
tulo y del Primer Título, se les da la primera jerar­
quía, la máxima prioridad. 
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Su cumplimiento abarca, por tanto, a todos los 
poderes del Estado e instituciones, cualesquiera 
sean las potestades, funciones y atribuciones que les 
correspondan. 

Incluye entre los deberes del Estado, que califica de 
primordiales, garantizar la plena vigencia de los 
derechos humanos.

5
" 

Establece: "Que los Tratados celebrados por el Esta­
do y en vigor, forman parte del derecho nacional" y 
que " ... deben ser aprobados por el Congreso antes 
de su ratificación por el Presidente de la República, 
. b l d h h ,fiO s1empre que versen so re os erec os umanos . 

Entre las Disposiciones Finales y Transitorias, seña­
la: "Las normas relativas a los derechos y a las 
libertades que la Constitución reconoce se interpre­
tan de conformidad con la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos y con los Tratados y acuer­
dos internacionales sobre las mismas materias rati­
ficados por el Perú", que es de carácter permanente 

• • 111 
y no transltona. 

Es también principio y derecho de la función juris­
diccional que "La amnistía y el indulto, el 
sobreseimiento definitivo y la prescripción produ­
cen los efectos de la cosa juzgada".

62 

En consecuencia, tanto la amnistía como el indulto 
para tener efecto de cosa juzgada por mandato de la 
Constitución, corresponden a la función jurisdiccio­
nal del Poder Judicial y no ala del Poder Legislativo. 
La Ley 26492, que da carácter de cosa juzgada a la 
amnistía otorgada por la ley 26479 viola el mandato 
constitucional. 

La Convención Americana sobre Derechos Huma­
nos de San José de Costa Rica, consagra los alcances 

6° CPP ~993, Arts. 55 y 56 ... Num.:t::: 

'" 

Capítulo U De los Tratados. 
Título JI Del Estado y lflNáción. 
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de las garantías y la protección judiciales a que tiene 
derecho toda persona; normas que integran el dere­
cho constitucional peruano según lo dispone el Art. 
55 de la Constitución.

63 

Igualmente, las normas sobre Derechos Humanos, 
contenidas en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, adoptado por Asamblea General de las 
Naciones Unidas 

64
, y aprobado por el Perú y las del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
adoptado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, también aprobado por el Perú, forman par­
te del Derecho Nacional.

65 

En suma, de los artículos glosados de la Constitu­
ción Política del Perú, en concordancia con Tratados 
Internacionales aprobados por el Perú, se deduce 
que las leyes 26479 y 26492, violan la Constitución 
Política del Perú, incurren en la causal de nulidad de 
pleno derecho, en lo que se refiere a los Derechos 
Humanos. 

VIII. SINTESIS DEL ANALISIS Y CONCLU­
SIONES SUSTENTADAS EN EL PRESENTE 
ESTUDIO 

El indulto y la amnistía, instituciones creadas por el 
Derecho, son instrumentos -ambos- destinados al 
servicio de fines superiores: alcanzar el valor supre­
mo de la Justicia, en defensa de la verdad. 

Justicia que se apoya en la verdad, es sustento sólido 
para lograr la paz en la que espontáneamente flore­
ce la convivencia humana y resplandece la libertad. 
Porque "sin libertad, no hay derecho, ni justicia, ni 
paz", según reza el mandamiento de Couture que 
juramos cumplir para ejercer el sacerdocio de la 
abogacía. 



Amnistía no es encubrir delitos de lesa humanidad. 
Encubrir delitos es impunidad. Es corrosivo, 
disolvente de la paz social y de la libertad. Es falsear 
la verdad y desvirtuar los fines del perdón y la 
indulgencia que contienen el indulto y la amnistía, 
para ocultar la verdad y consagrar la injusticia. 

La amnistía y el indulto, por su razón de ser, por la 
estructura de su naturaleza jurídica constitucional, 
desarrollada en la ciencia, la doctrina, la ley y la 
jurisprudencia, perfeccionada en la evolución histó­
rica por la elaboración de principios, métodos y 
sistemas de Derecho Constitucional y Penal; por los 
objetivos y fines de la Política, como Ciencia, Técni­
ca y Arte de Gobierno; y por imperativos sociales, 
están al servicio de la paz y la unidad nacional y no 
de la división y el enfrentamiento. 

Indulto y amnistía son garantía en defensa de la 
dignidad y respeto de la persona humana, que tiene 
derechos de validez universal. Son salvaguarda del 
ejercicio democrático en un Estado de Derecho, 
creado para cumplir fines específicos, que permiten 
el desarrollo, superación y perfeccionamiento de las 
personas. No deben conducir a degradación física, 
ética y moral. 

Por eso, el Art. 1 o de la Ley 26479, que oculta la 
verdad para encubrir el delito y lograr la impuni­
dad, es nulo. Lo irrito, lo ilegal, lo inconstitucional, 
no puede prevalecer contra la verdad y la Justicia, 
para consolidar la impunidad. 

La Ley 26492, que pretende dar fuerza de cosa 
juzgada a la Ley de Amnistía 26479, con el pretexto 
de "precisar su interpretación y alcances", invade 
el fuero del Poder Judicial y usurpa sus funciones y 
atribuciones constitucionales. 

Según la Constitución que nos rige, corresponde al 
Poder Judicial -autónomo- la función, exclusiva e 
indelegable, de administrar justicia. Como tal, de 
establecer, mediante el debido proceso, la cosa juz­
gada. 

El Poder Legislativo es igualmente autónomo, en 
otro campo, con funciones exclusivas como legislar. 

El Poder Legislativo con la Ley 26492, se avoca a 
funciones jurisdiccionales propias del Poder Judicial. 

La amnistía concedida por la Ley 26479 y su inter­
pretación por la Ley 26492, contradice la Constitu­
ción Política del Perú, respecto a los Derechos Hu­
manos. 

Defender a la persona, respetar su dignidad y elevar 
estos valores al fin supremo de la sociedad, son los 
principios que consagra la Constitución del Estado. 
Les da la primera jerarquía. La máxima prioridad. 
Los incluye en la Primera Norma, del Primer Capí­
tulo, del Primer Título; y, también, entre los deberes 
del Estado, que califica de primordiales. 

Establece que los Tratados celebrados por el Estado 
y que se encuentran en vigor, forman parte del 
Derecho nacional, siempre que versen sobre los 
derechos humanos y que deben ser aprobados por 
el Congreso antes de su ratificación por el Presiden­
te de la República. Las normas relativas a los dere­
chos y las libertades que la Constitución reconoce, 
se interpretan de conformidad con la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos y con los Tra­
tados de acuerdos internacionales. 

En consecuencia, las Leyes 26479 y 26492, que vio­
lan la Constitución de la República, respecto a los 
principios de la defensa de los Derechos Humanos, 
incurren en causal de nulidad de pleno derecho. 

La amnistía concedida, se tramitó marcando record 
de celeridad, en maratónica sesión del Pleno, en 
carrera contra el reloj. Fue aprobada al amanecer del 
día siguiente, sofocando las opiniones discrepantes 
de miembros de la mayoría y de la minoría. 

Apresuramiento y precipitación, con voluntad de 
lograr por sorpresa los verdaderos fines, no confe­
sados, comprendidos en el Art. 1 o de dicha Ley; en 
contradicción con los nobles fines que son la razón 
de ser de toda amnistía: unificar y superar diferen­
cias sociales y políticas, al servicio de la justicia. 

En suma, la Ley 26479, en lo referente a los casos 
incluidos en los Arts. 1°,4° y 6°; y la Ley 26492, por 
inconstitucionales, jurídicamente, son nulos 
ipso jure, con nulidad insalvable que no se puede 
convalidar. 

Lo nulo no existe. No existió ayer. No existe hoy. No 
existirá mañana. 
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